Carátula 


SEÑOR PRESIDENTE.- Está abierto el acto. 
(Es la hora 16 y 7 minutos.) 


-La Comisión de Industria, Energía, Comercio, Turismo y Servicios del Senado da la 
bienvenida a los representantes de la empresa DirecTV, quienes habían solicitado una entrevista a fin 
de dar su opinión sobre el proyecto de ley por el que se regula la prestación de servicios de radio, 
televisión y otros servicios de comunicación audiovisual, que tenemos a consideración y que ya cuenta 
con media sanción de la Cámara de Representantes. 


Como habrán visto, hay algunas diferencias entre el texto aprobado por la otra Cámara y las 
propuestas de modificación que se plantean aquí. 


Por nuestra parte, nos hemos ocupado de conocer en profundidad lo que plantearon las 
distintas delegaciones que concurrieron a la Cámara de Representantes en ocasión del tratamiento de 
este proyecto de ley, y la idea aquí es concentrarnos en los temas más conceptuales. 


Con mucho gusto, les damos la palabra. 


SEÑOR ETCHEVERRY.- Buenas tardes. Ante todo, quiero saludar y agradecer a los señores 
Senadores integrantes de esta Comisión de la Cámara de Senadores, por habernos recibido. 


Estamos compareciendo en nombre de la empresa DirecTV Uruguay: la doctora Mercedes 
Ros, Gerenta de Legales y Relaciones Institucionales; los doctores Agustín Mayer -socio de Ferrere 
Abogados- y Ruben Correa Freitas, en su calidad de asesores; y quien habla, Pablo Etcheverry, 
Gerente General. 


Para ubicarlos en el contexto, nos gustaría contarles, brevemente, quiénes somos y de qué 
se trata DirecTV. 


DirecTV Uruguay es una sociedad uruguaya constituida en el año 2001, que presta los 
servicios de televisión directa al hogar utilizando, como forma de llegada, el satélite, lo cual implica 
que puede llegar a cualquier punto sin depender de la utilización de cable. 


Luego de 2001 -año en que, como dije, fue constituida la empresa- la compañía operó en 
Uruguay a través de su distribuidor. 


En 2010 se decidió potenciar la operación, poner más foco y atender el mercado uruguayo 
de una forma distinta, para lo cual se decidió operar directamente en Uruguay. Han pasado algunos 
años desde entonces, y en ese período hemos incrementado el número de empleados directos, 
pasando de 4  -que teníamos en marzo de 2010- a 210. Hoy, más de 500 familias dependen de la 
operación de DirecTV. 


La empresa tiene conceptos muy claros de responsabilidad para con su gente. En los últimos 
dos años hemos estado “rankiando” el ranking de Great Place to Work, que califica y evalúa las 
empresas en base a cómo tratan a su gente y a cómo son como lugar valorado para trabajar. En el año 
previo ocupamos el primer lugar y el año pasado calificamos en el tercero. Señalamos esto para dar 
una idea de cuál es el enfoque de la empresa, y cuáles son los niveles de arraigo y de compromiso con 
su gente. 


En los últimos cinco años se incrementó el número de abonados, que pasó de menos de 
18.000, a más de 100.000. Estos son los últimos datos de Ursec, actualizados al mes de junio de 2013. 


Paralelamente a esta decisión de DirecTV de dar más atención al mercado uruguayo, se 
produjo un aceleramiento del crecimiento del mercado de la televisión paga fruto -en parte- de la 
situación económica del país y del incremento de la competencia, de la que somos fervientes 
entusiastas. De 2010 a 2013, más de 120.000 hogares acceden a televisión paga, según acreditan los 
datos de Ursec. Asimismo, aparecen para el consumidor nuevos productos, como por ejemplo, la 
programación de alta definición; además, comienza a emitirse en tercera dimensión y a utilizarse 
dispositivos que permiten grabar, pausar, rebobinar, con todos los beneficios que eso genera. Estos 
son algunos de los adelantos. 


Últimamente hemos innovado en el mercado generando un producto prepago; en esta 
modalidad, el cliente compra su kit, puede autoinstalar su antena en su casa y contratar un mes de 
programación. Esto está dirigido a un público que -ya sea porque no tiene un trabajo estable, o por lo 
que fuere- no quiere o no puede comprometerse a pagar un contrato anual, o a dos años, como 
ofrecen algunos colegas. Como dije, en esta modalidad puede contratar un mes y, por ejemplo, si otro 
mes no tiene dinero o decide no gastarlo en este servicio, no lo contrata. Reiteramos: es un producto 
muy novedoso, que apunta, no a un público de un alto poder adquisitivo sino a gente que, por alguna 
razón, no tiene posibilidad de comprometerse con un contrato o a realizar un gasto más oneroso. 


A su vez, se ha incrementado el acceso a contenidos, pues hoy podemos ver las ligas de 
fútbol y a los jugadores uruguayos en el exterior, de una forma que antes no podíamos. 


También nuestros colegas han comenzado a mejorar su oferta; en ese sentido, están 
haciendo un trabajo fantástico. 


En realidad, estamos convencidos de que todas, o gran parte, de estas mejoras que estamos 
haciendo son producto de la competencia que se genera en el mercado de televisión paga. 


DirecTV es una empresa que tiene un compromiso muy fuerte con el entorno en el que vive. 
Creemos firmemente que las empresas deben contribuir con el medio en el que están inmersas, es 
decir, tienen que devolver a la sociedad parte de lo que reciben de ella. En ese sentido, llevamos a 
cabo algunos programas de responsabilidad social. Uno de ellos es el Programa «Escuela Plus», en 
cuyo marco recientemente hemos firmado un acuerdo de colaboración con el CEIP. Mediante este 
Programa aprovechamos nuestra tecnología y nuestro relacionamiento con generadores de contenido 
para llevar a las escuelas rurales contenidos que apalancan y favorecen la educación, ayudando al 
maestro. Este año comenzaremos con un plan piloto que abarca 48 escuelas, para lo cual recibirán 
capacitación 80 maestros. Cientos de alumnos se verán beneficiados con este esquema. 


Mediante el Programa «Piedra, Papel o Tijera» se busca gente que necesite ayuda y se 
forman voluntariados. 


«El Otro Sueño» fue el último programa que se implementó. En él, junto a Gurises Unidos 
colaboramos en la mejora de las instalaciones de la organización. Como es sabido, Gurises Unidos 
ayuda muchísimo, a través del fútbol callejero, a sacar niños en situación de calle, ayudándolos a 
través del deporte y educando en valores. Verdaderamente se trata de una obra muy buena, con la que 
nos hemos relacionado a través del mencionado Programa. 


Para dar algunos datos «duros» de la empresa, podemos decir que somos grandes fanáticos 
de hacer, todos los días, lo posible por tener el mejor lugar para trabajar. Nuestra población es 
relativamente joven, pues promedia los 29 años, y está conformada por hombres y mujeres, 
prácticamente en igual cantidad. Además, la empresa tiene en Uruguay toda su operación -más allá de 
las señales que llegan por satélite- contando con 69 personas en operaciones -lo que incluye 
servicios de campo, instalaciones, reparaciones, etcétera- 40 en ventas, 26 en experiencia y cuidado 
del cliente, etcétera. Como dije anteriormente, en la actualidad son 210 las personas que trabajan en 
DirecTV Uruguay. 


Con respecto a lo que consideramos que nos afecta del proyecto de ley que está a 
consideración, queremos decir lo siguiente. 


En general, observamos que algunas de las cosas que se establecen nos obligarían a 
generar nuevos costos para la empresa. Se nos limita en el potencial de crecimiento en cuanto a 
generar nuevos ingresos, principalmente por la limitación arbitraria de nuestro crecimiento, punto al 
cual se referirá más adelante la doctora Ros. A su vez, hay falta de acceso a señales nacionales. 
Quienes conozcan el servicio sabrán que tenemos incorporada una de las señales nacionales, pero no 
las otras dos, a pesar de que queremos tenerlas, y no en forma gratuita, sino pagando. Se nos obliga a 
contar con una señal propia, lo cual nos generaría nuevos gastos. Se impone un canon por suscriptor, 
a nuestro juicio, elevado, lo que representa también nuevos costos. 


Por otra parte, queremos concentrarnos en describir brevemente la limitación en cuanto a 
prestar servicios de Internet, algo que la empresa hace en otros países, pero que aquí, en Uruguay, no 
podría hacer si este texto resultara aprobado. 


A continuación, si se me permite, cedería el uso de la palabra a la doctora Ros, para que 
desarrolle los puntos que acabo de mencionar. 


SEÑORA ROS.- Buenas tardes. Mi nombre es Mercedes Ros, y soy Gerenta de Legales y Relaciones 
institucionales de DirecTV. 


A continuación, expondremos nuestras consideraciones sobre el proyecto de ley de servicios 
de comunicación audiovisual, aprobado por la Cámara de Representantes el pasado 11 de diciembre 
de 2013. 


Aclaramos que nuestras consideraciones se circunscriben exclusivamente a la regulación 
vinculada a los servicios de televisión para abonados. 


En primer lugar, y con la finalidad de no resultar reiterativos, nos remitimos a nuestros dichos 
en la exposición que hicimos ante la Comisión de Industria, Energía y Minería de la Cámara de 
Representantes, el pasado 11 de julio de 2013. 


Si bien el proyecto fue aprobado con algunas modificaciones, en general se mantienen ciertas 
disposiciones de especial preocupación para DirecTV y en ellas nos focalizaremos. 


Concretamente, haremos hincapié en las disposiciones que refieren a: limitación arbitraria del 
crecimiento de DirecTV -artículo 47-; discriminación a DirecTV al derecho de acceso a señales 
nacionales -artículo 96-; obligación de contar con una señal propia -artículo 97-; imposición de canon 
por suscriptor -artículo 158-; imposibilidad de prestar servicios de Internet -artículo 48- y el tema 
relacionado a los eventos de interés general, que figura en el artículo 39. 


En cuanto a las apreciaciones generales sobre el proyecto de ley, señalamos lo siguiente. 


Tal como hemos dicho, corresponde a los señores Legisladores el análisis del proyecto y las 
razones que motivan su aprobación. Sin embargo, en tanto nos vemos directamente afectados por la 
nueva regulación, entendemos que tenemos derecho de manifestar nuestra posición. Además, no 
queremos dejar de señalar, que a nuestro juicio, la iniciativa contiene disposiciones que atentan contra 
derechos protegidos por la Constitución y por las leyes. 


Por un lado, llama la atención que el proyecto deje fuera del ámbito de aplicación a Internet. 
En estos tiempos no hay dudas de que Internet es una plataforma por demás relevante en materia de 
comunicación audiovisual, y lo será con mayor intensidad en los próximos años. Dejar fuera del 
proyecto a Internet significa excluir de la regulación a una plataforma principal en materia audiovisual. 
Llamativamente, los sujetos que operan fuera de Internet -satelital, cable, aire, etcétera- deberán 
cumplir con una estricta regulación en materia de generación y control de contenidos, pago de 
cánones, y demás exigencias; sin embargo, ellas no se aplican a las empresas que difunden 
contenidos audiovisuales por Internet. La exclusión es discriminatoria y, por ende, inconstitucional en 
base a lo que estable el artículo 8% de la Constitución; más aún, es contraria al principio de «neutralidad 


tecnológica» aplicado en reiteradas ocasiones por la Ursec. Por lo anterior, creemos que el proyecto de 
ley es, al menos, cortoplacista. 


Otro aspecto que llama la atención es la posición en la que queda Antel. Al día de hoy, están 
dadas todas las condiciones para que Antel preste servicios de televisión para abonados a través de 
Internet -basta con ingresar a la página: www.adinettv.com.uy- y cuenta con más de 34 señales y 3000 
videos online. Y más aún, estará disponible el Mundial 2014. Los usuarios de ANTEL podrán descargar 
una aplicación por la cual podrán ver desde sus teléfonos móviles o desde sus computadoras, los 64 
partidos del Mundial 2014. Sin embargo, y a pesar de la contundencia con la que se prestan servicios 
de comunicación audiovisual, el servicio queda fuera del proyecto, y totalmente desregulado. Nosotros 
no cuestionamos si es bueno o malo que ANTEL brinde estos servicios, pero no encontramos 
justificación razonable para que queden por fuera de toda regulación. En este contexto, la desigualdad 
y desventaja competitiva que se generará con los operadores de tv paga, será inmensa. 


Por último, discrepamos con la prohibición de prestar servicios de transmisión de datos a 
aquellas empresas que dan televisión para abonados. Esta solución parece ir a contramano del avance 
tecnológico y la tendencia a la convergencia. 


En cuanto a la limitación al crecimiento de DirecTV, se señalan los siguientes aspectos 
prácticos. 


La exposición de motivos refiere a una «competencia equilibrada y justa» entre las 
empresas. Sin embargo, las disposiciones no son consistentes con los objetivos descritos. El artículo 
47 establece topes porcentuales a la cantidad de suscriptores que pueden tener «las empresas de 
televisión para abonados autorizadas en todo el territorio nacional». Esto es, se limita exclusivamente 
el crecimiento de DirecTV en Uruguay, ya que es la única empresa que a la fecha cuenta con una 
licencia de carácter nacional. Así, la disposición resulta inconstitucional, además de ser violatoria del 
Acuerdo Bilateral de Protección de Inversiones de Uruguay con Estados Unidos. 


En primer lugar, la disposición generará considerables arbitrariedades en perjuicio de los 
consumidores. Aclaremos primero un aspecto: actualmente DirecTV compite con otros operadores de 
mercado en todo el país. Si bien es el único operador con licencia de alcance nacional -justificada por 
su tecnología satelital- en cada localidad donde vende servicios, compite con operadores locales. Los 
consumidores son libres de escoger entre los servicios de DirecTV o de otro operador de la zona. 
Supongamos que DirecTV llegara al tope nacional o local; de ser así, los usuarios ya no podrán optar 
libremente su proveedor de tv paga. Serán rehenes del otro o de los otros operadores locales, sin 
posibilidad alguna de elegir qué servicio contratar. Con suerte, podrán postularse en una lista de 
espera y quizás puedan contratar nuestros servicios en la medida en que DirecTV pierda otros 
suscriptores. A primera vista, parece una lógica bastante peculiar. 


En este contexto en que el Estado «regala» una participación de mercado sustantiva a los 
operadores locales de televisión paga, no existirán incentivos para que las empresas inviertan, mejoren 
sus productos y servicios y ajusten sus precios. 


Veamos esto en la práctica: si DirecTV llega al tope nacional no podrá comercializar un solo 
abonado más. Supongamos una localidad donde DirecTV tenga un 10 % de participación de mercado y 
una empresa de cable local, un 90 %. Pues bien, ese 90 % será intocable. 


En ese marco, con un porcentaje sustancial del mercado asegurado y ante la falta de 
competencia, ¿por qué razón los operadores mejorarán sus servicios o beneficiarán a sus 
consumidores? Como consecuencia de todo lo anterior es esperable, además, que DirecTV se focalice 
en privilegiar las ventas de los servicios más rentables, dirigidos a los públicos selectos, dejando de 
lado a la población de menores recursos. 


En cuanto a los aspectos jurídicos de la limitación, cabe señalar que el artículo 47 presenta 
severos vicios de inconstitucionalidad. Primero, porque ¡legítimamente limita el derecho constitucional 
de libertad y a ser protegido en el goce de este derecho. El artículo 7* de la Constitución establece que 


los derechos previstos en él solo podrán limitarse o restringirse sobre la base de dos requisitos 
fundamentales: que la limitación o restricción debe hacerse por vía legal y que debe estar motivada por 
razones de interés general. Pues, contrariamente a lo exigido, no hay ninguna razón de interés general 
que justifique esta doble restricción. 


Segundo, porque viola el derecho de seguridad jurídica consagrado por el artículo 7* de la 
Constitución. La seguridad se traduce en la protección, en la garantía del goce de los derechos. En 
este caso, la afectación a la seguridad jurídica se traduce en un cambio rotundo de las reglas de juego, 
pues se modifican las pautas de la competencia y de la libertad de comercio. DirecTV se instaló en 
nuestro país al amparo de normas que le permitían desarrollar libremente su actividad. La Constitución, 
en su artículo 36, garantiza la libertad de industria, y una vez más reiteramos que la Carta Magna 
establece que toda limitación debe hacerse por ley y por razones de interés general. No existen en este 
caso razones de interés general que legitimen esta restricción. 


Tercero, porque afecta el derecho de igualdad consagrado por el artículo 8% de la Constitución. 
El derecho de igualdad, como el derecho a la vida, no admite restricciones por razones de interés 
general, como sí las permite la Constitución respecto de otros derechos y libertades. En este sentido, la 
Constitución establece que «todos somos iguales ante la ley» y ello tiene un doble significado: se 
prohíben los fueros especiales para determinadas personas y todos los individuos deben recibir igual 
protección de parte de las leyes. Pues bien, la imposición arbitraria de un porcentaje máximo de 
suscriptores, favoreciendo a unas empresas por sobre otras, ¿no resulta contraria a la disposición 
constitucional? Desde el punto de vista del consumidor individual, esto resulta aún más grave pues 
solamente algunas personas podrán elegir a cuál empresa contratar. 


Por otro lado, el proyecto de ley es incompatible con la normativa sobre promoción y defensa 
de la competencia. Se distinguen disposiciones anticompetitivas, lo que se traducirá en efectos 
negativos para el mercado y para los usuarios de los servicios. 


La iniciativa también es violatoria del Tratado de Protección Recíproca de Inversiones con los 
Estados Unidos. La restricción del número de abonados -que afectará solamente a DirecTV- viola 
derechos protegidos por el Tratado. De hecho, configura un trato discriminatorio en perjuicio de un 
inversor e inversión norteamericana. El Tratado protege el derecho del inversor a un estándar mínimo 
de tratamiento por lo que el cambio de las condiciones de una inversión, limitando la libertad de 
empresa sin justificación razonable ni indemnización, es contrario a él. 


Por otra parte, se discrimina a DirecTV en cuanto al derecho de acceso a las señales 
nacionales. En el proyecto de ley existen disposiciones contradictorias con sus principios rectores y un 
caso llamativo es el de la «facultad» de las señales nacionales de ofrecer su señal a los operadores de 
televisión paga. Por un lado, en el artículo 11 se establece el principio de acceso universal a la radio y 
la televisión pero, por otro, los dueños de las señales no están obligados a venderlas. Según las 
disposiciones de este proyecto de ley, los titulares de señales de televisión abiertas no están obligados 
a comercializarlas, sino simplemente están facultados a hacerlo. 


Discrepamos con esta posición y creemos que la propuesta debe obligar, particularmente, a 
los titulares de las señales nacionales de televisión abierta a ofrecerlas a todos los operadores de 
televisión paga. 


En cuanto a la obligación de contar con una señal propia queremos señalar que el proyecto 
de ley obligará a DirecTV a incluir en su grilla una señal propia, con un 60 % de producción nacional. A 
primera vista, el fin de la norma parece ser el de fomentar la producción y difusión de contenidos 
nacionales pero, lamentablemente, la disposición no cumple con tal finalidad pues aumenta 
sustancialmente los costos de la operación, obligando a DirecTV a incursionar en una industria que 
desconoce y en la que no tiene experiencia. DirecTV simplemente transporta contenidos televisivos 
hacia sus consumidores. 


En este sentido, el Estado estará fomentando la creación de señales cuyo contenido 
probablemente el público no requiera y, en consecuencia, tampoco consumirá. La solución es 


ineficiente y posiblemente inconstitucional, al afectar injustamente los derechos de los proveedores de 
servicios de televisión para abonados. 


Por último, si tomamos en cuenta que, para el caso de DirecTV: primero, se le fija un «tope» a 
sus posibilidades de crecimiento en tanto hay una limitación en el porcentaje de suscriptores y le 
imposibilita dar servicios de internet; segundo, se la obliga a incorporar una señal local propia con los 
costos que ello traerá; y, tercero se le obliga a pagar un canon mensual por suscriptor con la finalidad 
de fomentar la producción nacional, surge que la ecuación cambia sustantivamente. De hecho, significa 
una modificación de las reglas de juego bajo la cuales DirecTV invirtió, lo que le genera un gran 
perjuicio. 


En relación al canon por suscriptor, como mencionáramos anteriormente, el proyecto agrega 
la obligación de pagar un canon -artículo 158- de 2,10 unidades indexadas por abonado por mes, como 
«costo de renovación de licencia». El 100% de lo recaudado por este concepto será destinado al 
«Fondo de Promoción del Sector de Comunicación Audiovisual». 


Tengamos en cuenta entonces que, por un lado se obliga a contratar y comprar una cantidad 
significativa de producción nacional, la que será transmitida por la nueva señal, y, por otro, además se 
obliga a DirecTV a abonar un canon por suscriptor, de cuantía por demás considerable -equivale al 
costo de una señal internacional- con la finalidad de financiar el desarrollo de la industria audiovisual 
nacional. Véase en el artículo 54 que el programa se abrirá con dos proyectos: uno para gastos de 
funcionamiento y otro para gastos de inversión. 


Vuelve a llamar la atención la lógica del proyecto, pues se aumentan considerablemente los 
costos de la operación, y simultáneamente se limitan sus posibilidades de crecimiento, pues tendrá un 
tope en la cantidad de suscriptores y al mismo tiempo, se verá impedida de ampliar su negocio. 


Es oportuno mencionar que entidades de gestión colectiva han aparecido reclamando 
derechos patrimoniales de productores de obras audiovisuales y de actores intérpretes. Y, por otro 
lado, pero en simultáneo, DirecTV estará obligada a producir y/o coproducir, y a abonar un nuevo 
canon para financiar el programa de promoción del sector audiovisual. En este marco, ¿quiénes serán 
los únicos perjudicados con tantos costos adicionales? Una vez más, los consumidores, a quienes la 
fin del día se le trasladarán gran parte de los costos. 


En cuanto a la imposibilidad de prestar servicios de internet desconocemos los fundamentos 
de la incompatibilidad de ser titular de servicios de comunicación audiovisual con la de transmisión de 
datos. Los avances tecnológicos demuestran que la tendencia universal a la convergencia es el 
mecanismo más eficiente, en cuanto a costos y calidad de servicios. Ello permitiría al usuario acceder a 
más y mejores servicios, dinamizaría la competencia y obligaría a los operadores actuales a seguir 
invirtiendo. Las empresas inmersas en negocios vinculados a la tecnología, están forzadas a 
actualizarse permanentemente y renovar su oferta de servicios, de otro modo, quedarían obsoletas y 
fuera del mercado. Entonces, ¿por qué no permitir a los operadores incursionar en el negocio de 
internet? ¿Cómo se justifica la restricción? ¿Por qué no permitir a los consumidores elegir a su 
proveedor de internet, permitiéndole bajar costos comprando paquetes más completos? 


Por otro lado, considerando el sinfín de nuevos costos que le serán impuestos a DirecTV, 
¿por qué además se le coarta la posibilidad de ampliar su negocio y mejorar sus productos? 
Desconocemos el beneficio de esta limitación y una vez más se perjudica al consumidor y a la 
empresa. 


Con respecto a los eventos de interés general, el proyecto establece el derecho del público 
de acceder, a través de un servicio de radiodifusión de televisión en abierto, en directo, en simultáneo 
y de forma gratuita, a determinados eventos de interés general para la sociedad. Ellos serán los que 
«involucren actividades oficiales de las selecciones nacionales de fútbol y básquetbol en instancias 
definitorias de torneos internacionales, y en instancias clasificatorias para los mismos...». Sin embargo, 
el Poder Ejecutivo tendrá la facultad de incluir eventos adicionales. 


La posibilidad que se reserva el Poder Ejecutivo de ampliar los eventos «de interés general» 
provoca una gran incertidumbre para los operadores de tv paga y terminará desincentivando la 
inversión en derechos nuevos y, otra vez, se perjudicará al consumidor, pues habrá menos productos 
en sus pantallas. 


Por último, la disposición relativiza el precio ya abonado por derechos que se compran con 
mucha antelación, lo que configura un cambio de reglas sustantivo que provocará serios perjuicios. 


Agradecemos nuevamente a la Comisión por habernos recibido. Esperamos que nuestras 
consideraciones sean tomadas en cuenta. 


SEÑOR MAYER.- Simplemente quiero aclarar que acompañamos la delegación de DirecTV en calidad 
de asesores externos y que pertenezco al Estudio CPA Ferrere. Estoy a las órdenes para responder las 
preguntas que surjan sobre este tema, aunque voy a ceder la palabra al doctor Correa Freitas, quien 
indudablemente no necesita presentación. 


SEÑOR CORREA FREITAS.- Muchas gracias. 


Oportunamente, en la Comisión respectiva de la Cámara de Representantes hicimos una 
exposición que mantenemos en líneas generales. A ese ámbito asistí, primero como asesor de DirecTV 
y luego citado puntualmente como especialista en Derecho Constitucional y en Derecho Público. 


En esta comparecencia del día de hoy nos preocupa fundamentalmente trasmitir el hecho de 
que el proyecto de ley a consideración de esta Comisión del Senado asigna las competencias a la 
Ursec que, como todos sabemos, es un órgano desconcentrado del Poder Ejecutivo que está ubicado 
en la órbita del Ministerio de Industria, Energía y Minería. 


Nos parece que las competencias que se han agregado a la Ursec en el proyecto de ley 
exceden, en buena medida, lo que es un órgano de esta naturaleza, sobre todo teniendo en cuenta que 
se está hablando nada menos que de la libertad de expresión del pensamiento, de la libertad de 
comunicación y de los medios de comunicación. Hemos hecho una serie de consideraciones sobre 
cada uno de los numerales, que en este momento no nos parece oportuno detallar para no insumir más 
tiempo a la Comisión, pero a modo de ejemplo citaremos lo siguiente. 


Por ejemplo, en el literal D) del artículo 58 del proyecto de ley se establece como 
competencia de la Ursec «Velar por la promoción de la alfabetización mediática en el ámbito 
audiovisual con la finalidad de fomentar la adquisición de la máxima competencia mediática por parte 
de la población». Me parece que no es una competencia natural de un órgano desconcentrado del 
Poder Ejecutivo «Velar por la promoción de la alfabetización mediática» cuando, en todo caso, la tienen 
el Ministerio de Educación y Cultura y los entes autónomos de enseñanza. 


En el literal H) se establece que es competencia de la Ursec «Fiscalizar el respeto a los 
derechos de las personas». A mi juicio, esta no es una competencia de este órgano desconcentrado 
del Poder Ejecutivo, porque es propia y natural del Poder Judicial al que la Constitución de la República 
le asigna la competencia de principio en el ejercicio de la función jurisdiccional a través de los 
Juzgados, los Tribunales de Apelaciones y la Suprema Corte de Justicia. 


En el literal 1) de dicho artículo 58 se establece que es competencia de la Ursec: «Asesorar, 
participar en la elaboración y monitorear las políticas para la protección y promoción de los derechos 
de los niños, niñas y adolescentes en los servicios de comunicación audiovisual». A mi juicio, esta 
norma viola el artículo 29 de la Constitución de la República en lo relacionado con la libertad de 
expresión de pensamiento y la libre difusión de programas por parte de los medios, sin perjuicio de 
violar las competencias asignadas por el Código de la Niñez y Adolescencia al INAU, es decir, al 
Instituto del Niño y Adolescente del Uruguay, que es el que tiene la competencia en la protección y el 
control en esta materia. 


No podemos imaginarnos que a un órgano desconcentrado del Poder Ejecutivo se le asigne 
la competencia de censurar los programas y contenidos de los medios de comunicación audiovisual 
porque ello es claramente contradictorio con el artículo 29 de la Constitución de la República. A mi 
juicio, se lesiona gravemente la libertad de comunicación y de información que es un derecho 
inherente a la personalidad humana, consagrado por el artículo 72 de la Constitución de la República, 
así como por los tratados y pactos internacionales suscritos por nuestro país. Un ejemplo es el artículo 
13 del Pacto de San José de Costa Rica. 


Lo mismo sucede con el literal M) del artículo 58, que asigna a la Ursec la competencia de 
«Fiscalizar y verificar el cumplimiento de las obligaciones previstas en la presente ley y los 
compromisos asumidos por los prestadores de los servicios de comunicación audiovisual en los 
aspectos legales, administrativos, de contenidos y en el proyecto comunicacional». Esta disposición, a 
mi juicio, es flagrantemente violatoria del artículo 29 de la Constitución de la República, porque le 
atribuye al Poder Ejecutivo -sin ninguna participación del Parlamento, del Poder Legislativo- nada 
menos que el control y la fiscalización de los contenidos y del proyecto comunicacional. Es decir que 
de acuerdo con esta disposición la Ursec será el comisario del Gobierno que controlará y fiscalizará a 
los medios de comunicación audiovisual en lo que refiere a los contenidos de los programas y al 
proyecto comunicacional. 


A mi juicio, esto afecta gravemente al Estado de derecho, al sistema democrático republicano 
y a la efectiva vigencia de la libertades públicas como es el derecho a la libertad de información y de 
comunicación consagrado por los artículos 7%, 10, 29, 36, 72, 82 y 332 de la Constitución de la 
República. 


El literal 3) del artículo 13 de la Convención Interamericana de Derechos Humanos, el Pacto 
de San José de Costa Rica de 1969 que es Derecho positivo en nuestro país, que refiere a la libertad 
de la expresión del pensamiento y de información, dice: « No se puede restringir el derecho de 
expresión por vías o medios indirectos, tales como el abuso de controles oficiales o particulares de 
papel para periódicos, de frecuencias radioeléctricas, o de enseres y aparatos usados en la difusión de 
información o por cualesquiera otros medios encaminados a impedir la comunicación y la circulación de 
ideas y opiniones». 


A mi juicio, esta disposición contenida en el literal M) del artículo 58 del proyecto de ley es 
violatoria del artículo 13 del Pacto de San José de Costa Rica dado que está restringiendo el derecho 
de expresión por vías o medios indirectos como es el caso del abuso de los controles oficiales. 


El literal Ñ) del artículo 58, le asigna a la Ursec competencia adicional para «Asesorar en los 
procedimientos de concesión, autorización, transferencia, renovación, revocación y declaración de 
caducidad de la concesiones, autorizaciones y licencias para prestar servicios comprendidos dentro de 
su competencia, los que deberán basarse en los principios generales de publicidad, igualdad y no 
discriminación». Esta es una competencia sumamente importante para ser asignada a un órgano 
desconcentrado del Poder Ejecutivo que no tiene ningún control parlamentario. Hay que tener en 
cuenta que dependerá de la Ursec nada menos que la competencia en el asesoramiento para la 
concesión, autorización, transferencia, renovación, revocación y declaración de caducidad de las 
concesiones, autorizaciones y licencias en materia de servicios de comunicación audiovisual. 


Resulta inconveniente una disposición de esta naturaleza, porque le está dando una potestad 
discrecional al poder político de turno, nada menos que en lo referente a la libertad de comunicación y 
de información, lo que no solo puede afectar el derecho de los propietarios de los medios de 
comunicación, sino de la ciudadanía en general que se verá sometida a un régimen de control de lo 
que se puede ver o escuchar. Es decir del tipo y calidad de información de cualquier naturaleza que el 
Gobierno quiera que se difunda o no, con lo que nuevamente se violarían las normas constitucionales 
contenidas en los artículos 7%, 10, 29, 36, 72 y 332 de la Constitución de la República, así como el 
artículo 13 del Pacto de San José de Costa Rica. 


Una situación similar se produce con el literal P) del artículo 58 de esta iniciativa, que asigna a 
la Ursec la facultad de dictar normas e instrucciones particulares sobre el funcionamiento de los 
servicios comprendidos dentro de sus competencias con arreglo a lo establecido por las políticas 


sectoriales y los objetivos enunciados en la presente ley, pudiendo requerir a los prestadores públicos y 
privados información que sea relevante para el cumplimiento de sus fines. 


Considero que se otorga una competencia excesiva a un órgano desconcentrado del Poder 
Ejecutivo porque, en definitiva, en materia de servicios de comunicación audiovisual se puede estar 
limitando, restringiendo y afectando, no solo el derecho a la libertad de expresión y de información, 
prevista por el artículo 29 de la Constitución de la República, sino también la libertad de trabajo, de 
industria y de comercio, prevista en el artículo 36 de la Carta. 


En el literal R) del artículo 58 del proyecto de ley se establece como competencia de la Ursec: 
«Aplicar todas las sanciones establecidas en el Capítulo correspondiente de la presente ley, salvo las 
que son de exclusiva competencia del Poder Ejecutivo». Estimo que este literal es contrario al Estado 
de derecho y al sistema democrático republicano que caracteriza al Uruguay, por cuanto se le asigna a 
un órgano subordinado al Poder Ejecutivo  -cuyos miembros son ciudadanos de particular confianza 
del Presidente de la República- la competencia para sancionar a los servicios de comunicación 
audiovisual. En este sentido, entiendo que deben existir mayores garantías, las que, en principio, 
deben ser dadas por la ley y con estricto y riguroso control del Parlamento. 


SEÑOR GALLINAL.- Si me permite, señor Presidente, a los efectos de que al momento de leer las 
apreciaciones del doctor Correa Freitas no se presenten dificultades, quiero aclarar que los literales del 
artículo a que ha hecho referencia han cambiado. En todo caso, se podría autorizar al señor Presidente 
para que, trabajando junto con los taquígrafos, posteriormente incluya la corrección pertinente. Esto no 
es un error del doctor Correa Freitas, sino que seguramente sea la versión del proyecto de ley que 
recibió para hacer su análisis. 


SEÑOR CORREA FREITAS.- Es el proyecto de ley aprobado por la Cámara de Representantes. 


SEÑOR GALLINAL.- Pero se le han hecho correcciones; los literales mencionados por el doctor 
Correa Freitas no coinciden con el proyecto de ley actual, ya que han sido modificados. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quiero aclarar lo siguiente. Por supuesto, lo expresado por el doctor Correa 
Freitas no deja de ser válido, pues lo que está escrito, escrito está; pero debo informar que se ha 
conversado a nivel político y la Bancada de Gobierno ha acordado con el Poder Ejecutivo que no 
dependa de la Ursec. 


Reitero: es totalmente válido el criterio que sostiene el doctor Correa Freitas, en tanto se 
basa en lo que está escrito en este momento, pero para su tranquilidad quiero decirle que se ha 
llegado a un acuerdo y cuando empiece la discusión de esta iniciativa presentaremos una redacción 
alternativa de la que no se desprenda la dependencia de nadie del Poder Ejecutivo, porque en ese 
sentido habrá un equipo nombrado en el Parlamento, por una mayoría especial. 


De modo que no pretendo criticar el planteo del doctor Correa Freitas porque, obviamente, se 
basa en lo que está escrito. 


SEÑOR CORREA FREITAS.- Por cierto, mis apreciaciones se basan en el texto aprobado por la 
Cámara de Representantes. 


Quiero terminar, señor Presidente, haciendo referencia a un elemento que me parece 
sustancial, que quizás contribuya a la redacción del texto definitivo -tomando en cuenta la aclaración 
formulada por el señor Presidente de la Comisión en el sentido de que ya existe un acuerdo político en 
estos puntos- relacionado con la ubicación institucional del órgano que se encargará de los controles. 
En este sentido, me parece fundamental -es lo último que voy a mencionar en la tarde de hoy- que se 
tengan en cuenta las garantías del debido proceso legal, consagradas en el artículo 66 de la 
Constitución de la República, así como que se incorporen en el texto definitivo. 


En otras palabras, en este tipo de procedimientos de carácter administrativo, en relación con 
las sanciones, debe quedar claro que se debe cumplir estrictamente con las garantías del debido 
proceso legal. Es decir, que se dé la oportunidad a los medios o a quien corresponda, de poder 
defenderse, examinar el expediente, presentar pruebas y, por supuesto, ser asesorado por 
profesionales universitarios. Esto es importante porque una omisión en este sentido, cualquier omisión 
que haya a las garantías del debido proceso legal termina, en definitiva, con una ¡legitimidad del acto 
administrativo y la anulación por parte del Tribunal de lo Contencioso Administrativo, tal como es la 
jurisprudencia constante del Tribunal en esa materia. Me parece que esto es de fundamental 
importancia. 


Señor Presidente: estas eran las consideraciones que quería hacer sobre el proyecto de ley. 


SEÑOR ABREU.- Deseo formular una pregunta más allá de los temas constitucionales -que son 
realmente muy claros- que se han planteado en oportunidad de la visita de esta delegación, así como 
de otras anteriores. 


Me gustaría saber qué visión se tiene desde el punto de vista de DirecTV sobre la ley de 
competencia. Es decir, más allá de los temas constitucionales, cómo los afecta en la competencia en el 
ámbito de la aplicación de esta norma. 


SEÑOR MAYER.- El proyecto de ley establece una limitación a los operadores que tengan licencia a 
nivel nacional -es decir, en todo el territorio del país- fijando un tope de un 25 % de los hogares con 
televisión para abonados y un 35 % de los hogares en cada territorio donde exista una licencia ya 
otorgada. Es un doble límite: es un 25 % a nivel nacional y un 35 % a nivel territorial. ¿Cómo afecta 
esto a la competencia? Sin duda, en la medida en que DirecTV llegue a alguno de esos topes que 
acabo de señalar, no va a poder vender un solo abonado más, con lo que ello significa para la 
compañía y para los usuarios o consumidores de los servicios de televisión para abonados. ¿Por qué 
digo esto? Para la compañía, sin duda, quien está en un negocio y vino a invertir bajo determinadas 
reglas, no poder vender por encima de cierto umbral que no existía, es un cambio sustancial. Y para el 
caso de los abonados -o futuros o posibles abonados- entendemos que no deberían acceder a un 
servicio en forma discriminatoria. Es decir que va a haber quien pueda tener DirecTV y quien no, si se 
llega al 25 % o al 35 % en forma correspondiente. Además, todo esto resulta inconveniente a los 
efectos de los usuarios, porque viola la igualdad entre ellos pues habrá posibilidades de tener el 
servicio o no -por ejemplo, puede suceder que mi vecino lo pueda tener y yo no- pudiendo darse que 
en lugares de difícil acceso de otros operadores no se pueda tener simplemente porque el operador 
llegó al tope; ello puede suceder en el medio rural con la única posibilidad de contar con televisión 
satelital y, sin embargo, estaría la posibilidad de que no pudiera tener ninguna. También quiero 
mencionar que, tal vez, haya una licencia que prácticamente no se explota. Pero nosotros entendemos 
que no es mediante la vía de fijar topes que se debe regular la competencia, sino mediante las normas 
de defensa de la competencia, que para eso están. Las normas de defensa de la competencia 
justamente promueven la competencia entre los distintos agentes del mercado. La ley de defensa de la 
competencia establece como principio la promoción de la competencia entre los distintos agentes del 
mercado, por lo que poner topes como forma de regular el mercado no parece ser una forma de 
promover la competencia. ¿Qué digo con esto? Esto es materia de defensa de la competencia si quien 
tiene una posición abusa de ella, pero no quien quiere desarrollar su negocio o crecer en el negocio en 
el que está. 


SEÑOR GALLINAL.- Quería aprovechar la presencia de esta delegación, en particular la del doctor 
Correa Freitas, en honor a sus conocimientos en materia constitucional y con el propósito de no volver 
a pedir su presencia en los próximos tiempos. El señor Presidente ha expresado muy claramente que 
existiría un entendimiento entre el Poder Ejecutivo y la Bancada oficialista en función del cual se 
eliminaría el rol que desempeña la Ursec en este proyecto de ley y se crearía un instituto, con mayor 
independencia del Poder Ejecutivo, que cumpliría esos cometidos. Mi pregunta es para ver si el doctor 
Correa Freitas nos puede aclarar acerca del alcance de la norma constitucional que impide la creación 
de cargos en el año electoral. Cuando en la Cámara de Representantes se recorrió el camino de la 
Ursec, uno de los argumentos que obligó a recorrer ese camino fue que por estar dentro del año 
electoral no se pueden crear cargos. En consecuencia, mi pregunta está referida a si esa solución 
podría incorporarse ahora y, en su defecto, cuál es el tiempo que habría que esperar para poder 


incorporarla, o sea, cuándo termina el año electoral al que hace referencia la Constitución de la 
República. 


SEÑOR CORREA FREITAS.- Señor Presidente: me parece una pregunta sumamente importante la 
formulada por el señor Senador Gallinal. Además, se ha discutido este tema y me parece interesante. 


En primer lugar, el artículo de la Constitución de la República al que hacía referencia el señor 
Senador es el 229. Este artículo dice exactamente lo siguiente: “El Poder Legislativo, las Juntas 
Departamentales, los Entes Autónomos y Servicios Descentralizados no podrán aprobar presupuestos, 
crear cargos, determinar aumentos de sueldos y pasividades, ni aprobar aumentos en las Partidas de 
Jornales y Contrataciones, en los doce meses anteriores a la fecha de las elecciones ordinarias, con 
excepción de las asignaciones a que se refieren los artículos 117, 154 y 295”. 


En primer lugar, esta es una norma que viene de la Constitución de 1952 y creo que lo que el 
constituyente quiso con la elaboración de este artículo fue evitar que en el año electoral se hiciera 
proselitismo creando cargos o aumentando sueldos y pasividades. Esa es la finalidad del artículo 229 
de la Constitución de la República. Esta es la primera aclaración que tenemos que hacer. 


En segundo término, me pregunto -y esta es una cuestión que nos tenemos que plantear-: 
desde el punto de vista constitucional, ¿es posible crear una institución en los doce meces anteriores a 
las elecciones, como indica la Constitución de la República? En principio, parecería que no. La 
Constitución de la República es clara en cuanto a que no se pueden crear cargos. O sea que hay que 
esperar a que termine el período de los doce meses anteriores a la fecha de realización de las 
elecciones para poder crear los cargos. Entonces, a mi juicio, una institución se puede crear, pero no 
se pueden crear los cargos. ¿Se puede crear un servicio descentralizado? Sí. ¿Se puede crear un ente 
autónomo? Sí. ¿Se puede crear un Ministerio? Sí. Repito que lo que no se puede hacer es crear 
cargos. Entonces, ¿cuándo se pueden crear los cargos? Esa era la pregunta que formulaba el señor 
Senador Gallinal y, al respecto, debo decir que, a mi juicio y de acuerdo con la Constitución, ese plazo 
vence el último domingo de octubre de 2014. El texto que estamos analizando habla de los 12 meses 
anteriores a la fecha de las elecciones ordinarias. ¿Cuándo son las elecciones ordinarias en el 
Uruguay? Las elecciones ordinarias se realizan el último domingo de octubre cada 5 años. El balotaje 
es algo diferente, porque no es una elección ordinaria, sino estrictamente un balotaje entre dos 
candidatos a la Presidencia de la República. A mi juicio, los 12 meses anteriores vencen el 25 de 
octubre de este año. Quiere decir que a partir del 26 de octubre de 2014 el Parlamento estaría en 
condiciones de disponer la creación de cargos. 


SEÑOR ABREU.- He seguido con mucha atención lo que la delegación establecía con respecto al 
límite en la capacidad de crecimiento, la falta de acceso a la señal nacional y, por supuesto, lo relativo 
al canon. Pero sobre todo, hay un tema que me ha llamado más la atención, que es el relativo a la 
imposibilidad de prestar servicios de internet, punto que se menciona en el artículo 48. Creo que esa es 
una de las observaciones importantes que se ha hecho al proyecto de ley, en el que se dice que no 
existe la modernidad suficiente y, por lo tanto, la debería incluir. Ahora bien; esto se vincula con 
competencias estatales de otra naturaleza. He escuchado a la doctora Ros y por eso me gustaría 
hacer hincapié en ese tema, a los efectos de que se profundice, ya que excluir la capacidad de prestar 
servicios de internet crea un sesgo muy fuerte en una ley que se supone que debería ser de avanzada 
con respecto a la modernidad y a la tecnología. En realidad, creo que existe la sensación de que este 
proyecto de ley es muy antiguo o que no se quiere hacer una expresa mención a la inclusión de 
internet. La forma en que esto afecta a DirecTV o a los otros constituye un tema técnico sobre el que 
me gustaría escuchar una reflexión desde el punto de vista del alcance de una ley que excluiría a la 
empresa que representan nuestros invitados de la participación en los servicios de internet. 


SEÑOR ETCHEVERRY.- Nosotros ubicamos este tema en un contexto general en el que se generan 
varios costos y se nos limitan las posibilidades de generar ingresos, siendo la parte de Internet una de 
ellas. Internet hoy no está en nuestros planes de ingreso, pero no estamos de acuerdo con que se 
limite esta posibilidad de crecer. Entendemos la intención de este proyecto de ley de cuidar a nuestros 
ciudadanos, de evitar el exceso, tratando de que se brinden los mejores servicios. Sin embargo, 
entendemos que ese fin que se busca, que es el de favorecer a los ciudadanos, no se va a conseguir 


de esa manera, puesto que cuando se disminuye la competencia el consumidor obtiene peores 
condiciones. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos la presencia de nuestros invitados y la información que nos han 
brindado. 


(Se retira de Sala la delegación de DirecTV.) 
(Ingresan a Sala los representantes de Television Association of Programmers.) 


-Es un placer recibir, en la tarde de hoy, a los representantes de Television Association of 
Programmers, para escuchar sus comentarios sobre el proyecto de ley por el que se regula la 
prestación de servicios de radio, televisión y otros servicios de comunicación audiovisual, que cuenta 
ya con media sanción. Para nosotros, se trata de una iniciativa importante, en relación a la cual ya se 
han acordado algunos cambios; seguramente quienes nos visitan ya están al tanto de eso, pues deben 
haber accedido a los debates parlamentarios que ha habido en ambas Cámaras. 


Con gusto escuchamos su opinión sobre los puntos centrales del proyecto de ley. 
SEÑOR PUPO-MAYO.- Buenas tardes a todos. 
Mi nombre es Gustavo Pupo-Mayo. 


Comparezco ante esta honorable Comisión en mi calidad de Presidente del Consejo 
Directivo de la Television Association of Programmers-Latin America. 


TAP es una entidad gremial con sede en Miami, Florida, que está integrada por empresas 
como AGE, Olé, SONY, E! Entertainment, Discovery Communications, AMC, Chello Media, Metro 
Goldwyn Mayer, NBC, Universal Studios, 21st Century Fox, Time Warner, The Walt Disney Company, 
ESPN y Viacom. Estas empresas producen y distribuyen programación de contenidos como películas, 
programas de noticias, deportes y entretenimiento, a través de canales por suscripción. CNN, Fox 
Sports, Disney Channel, Discovery, History, Cartoon Network, MTV, Canal FOX, ESPN, TNT, Sony, 
Warner Channel, ASE, Animal Planet y Discovery Kids, son algunos de estos canales, que 
seguramente los señores Senadores conocen. 


Me acompañan en mi comparecencia el señor Rissig Licha -Presidente de 360 Strategy Mix, 
quien forma parte del grupo de asesores regionales de TAP- el doctor Agustín Etcheverry -socio del 
estudio Blanco 8 Etcheverry Abogados- y los señores Pedro Larrosa y Pablo Ordóñez -socios de 
Pensum Consultores- ambos asesores locales. 


Agradecemos la oportunidad de comparecer ante esta Comisión para compartir nuestra 
posición respecto al proyecto de ley sobre servicios de comunicación que los señores Senadores 
tienen a consideración. 


La normativa contiene algunas disposiciones que, de acuerdo con nuestro análisis y estudio, 
de ser aprobadas tal como están, tendrían serias consecuencias para nuestro sector y, especialmente, 
para el consumidor uruguayo suscrito al servicio de televisión por suscripción, porque crea barreras 
insuperables, de orden técnico, para la trasmisión de todas nuestras señales en Uruguay. 


A efectos de que los señores Senadores puedan tener una mejor comprensión de las 
consecuencias que este proyecto de ley de servicios de comunicación audiovisual, en su versión 
aprobada por la Cámara de Representantes, tendría sobre el sector y el consumidor uruguayo, 
permítaseme resumir en pocas palabras la parte técnica, es decir cómo llegan a Uruguay las señales 
de televisión propiedad de las empresas miembros de TAP. 


La programación de estos canales por parte de las empresas que integran TAP es trasmitida a 
través de sistemas satelitales a empresas locales -distribuidores locales- que se encargan de ofrecerla 
al consumidor quien, mediante el pago de una cuota mensual de suscripción, recibe la selección de 
aquellas señales y programas de su interés. O sea que todas las señales llegan «enlatadas» y por 
satélite; no se crean ni se hacen aquí. 


En el caso de Uruguay y de todos los países de América Latina, con excepción de tres: Brasil, 
México y Argentina -es decir que estamos hablando de más de dieciocho países- la señal que llega al 
mercado es de tipo regional, es decir, toda la programación y la publicidad integrada a esta, se 
distribuye simultáneamente a todos los mercados que reciben esa señal. Es importante entender que 
se trata de una sola señal para más de dieciocho países, con excepción de Brasil, México y Argentina. 


Este modelo resulta de gran beneficio, no solo para la industria sino para el consumidor. A la 
industria le permite crear y adquirir contenidos que aumentan la oferta disponible en el mercado de 
entretenimiento e información a la más amplia gama de géneros, de acuerdo con todos los gustos, 
preferencias, exigencias y aspiraciones de los consumidores. Por eso hay tantos canales; hay países 
que tienen doscientos canales y, según creo, aquí hay más de ochenta. A su vez, esto permite a los 
distribuidores locales -ya sea a través de cable o vía satélite- ofertar la programación a través de 
cuotas de suscripción razonables y, como consecuencia, los consumidores de todas las clases 
socioeconómicas pueden acceder a una mayor diversidad de ofrecimientos televisivos de primera 
calidad a los que, de otra forma, no tendrían acceso. 


Ese modelo ha posibilitado que millones de consumidores latinoamericanos de las clases 
socioeconómicas menos pudientes -este es un fenómeno más reciente- que en algunos mercados 
alcanzan ya más del 40 % de todos los suscriptores a nuestras señales- hoy tengan acceso a una 
mayor variedad de ofertas de información, educación, cultura y entretenimiento. 


Por lo tanto, vemos con gran preocupación el impacto que en este modelo de transmisión de 
señales regionales tendría el artículo 32 del proyecto de ley, por el que se propone un horario de 
protección al menor entre las 6 y las 22 horas. 


En ese sentido, TAP y todos sus integrantes favorecen la protección del menor. En mi caso 
personal, soy padre de cuatro hijos; tengo una hija de cuatro años. Por tanto, personalmente me 
preocupa lo que ve mi hija. Atento a ello, se identifica la programación a través de símbolos de 
clasificación que ya están integrados a las señales regionales y cuyo propósito es el mismo que 
persigue esta legislación: proteger a los menores de aquella programación que sus padres entiendan 
no apta para ellos. Ese sistema de clasificación cumple con los objetivos del proyecto de ley. 


No obstante, de la forma en que está redactado el artículo en cuestión, entendemos que se 
estaría poniendo una insalvable barrera -técnica- para la distribución de nuestras señales en Uruguay. 


Ante esa eventualidad, es lógico que algunos puedan pensar que la solución a los 
inconvenientes que presenta este proyecto de ley sería que la industria contara con una señal única 
para el mercado uruguayo, o sea, que cada una de estas ochenta señales creara una señal individual 
para Uruguay. Sin embargo, eso no es viable. La razón es muy sencilla: para que fuera posible, tendría 
que revisarse sustancialmente la cuota de suscripción que hoy paga el consumidor de esta 
programación en Uruguay. Por consiguiente, este tendría que pagar cuotas de suscripción más altas 
que las actuales, lo que significaría limitar para muchos consumidores el acceso a esta oferta y, a su 
vez, condenar a muchos otros a nunca tener acceso a ella. Esto es muy simple; los precios tendrían 
que subir sustancialmente a fin de poder crear una señal en Uruguay para Uruguay, convirtiéndose, 
entonces, en algo parecido a la televisión abierta, que es una industria mucho más amplia, más 
grande. 


La situación que plantea el artículo 32 no es nueva ni única o exclusiva de Uruguay. De 
hecho, es similar a la que confrontamos recientemente en Ecuador con el borrador del Reglamento 
General a la Ley Orgánica de Comunicación. 


TAP presentó a la Secretaría Jurídica de la Presidencia de Ecuador las razones técnicas por 
las cuales las señales internacionales debían ser excluidas de disposiciones similares. El gobierno de 
Rafael Correa reconoció el obstáculo técnico que enfrentamos como señales regionales y aceptó 
nuestra solicitud de excluir las señales internacionales de estas disposiciones. 


Eso es, precisamente, lo que solicitamos hoy a esta honorable Comisión: la exención de los 
canales internacionales de las restricciones que establece el artículo 32,por entender que nuestras 
señales regionales que llegan al mercado uruguayo ya cumplen con el espíritu y los objetivos que 
persigue el Gobierno uruguayo a través del presente proyecto de ley. La obligación de cumplir con esa 
disposición crea una barrera técnicamente insuperable para cumplir con algo que ya cumplimos. 


Por lo tanto, esperamos que en sus deliberaciones los señores Senadores tengan a bien ver 
los méritos de nuestra solicitud. 


Muchas gracias. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Muchas gracias por vuestra exposición. 
¿Los señores Senadores desean formular algunas preguntas? 


SEÑOR HEBER.- El tema es muy complejo. Lo que sugiere la delegación es la exclusión, únicamente, 
de las señales de televisión que vienen por cable. Si entendí bien, de esa forma se resolvería, 
teóricamente, la cuestión de la suba de los costos que implicaría tener una señal exclusivamente para 
Uruguay. 


Quisiera formular una pregunta a nuestros invitados, teniendo en cuenta la experiencia que 
tienen como representantes de todos estos canales que llegan por cable. Entiendo que la tendencia 
internacional -me pueden ayudar- es tratar de generar una convergencia en los sistemas de 
telecomunicaciones, es decir, aquellos que dan datos y telefonía con aquellos que dan señales 
audiovisuales. Esto es lo que está sucediendo en el mundo: hay una tendencia a converger -no a 
dividir- para que el usuario elija estos servicios. Seguramente en Uruguay tengamos una situación muy 
peculiar, y quizás nuestros visitantes puedan ayudarnos a entender que esta convergencia -que es lo 
que de alguna manera está en cuestión o en el fondo de la discusión de este proyecto de ley- en otras 
partes del mundo es buena, es decir, no es mala. Insisto: es algo que se está adoptando en el mundo, 
de manera que no creo que nadie sea tonto y haga algo que no convenga y no sea utilizado por los 
usuarios en otros países. 


Concretamente, pregunto lo siguiente: ¿hay algún caso igual que el que se propone en este 
proyecto, que es la no convergencia de los servicios de telefonía y audiovisuales, y en el que 
solamente se da la posibilidad de la convergencia a la empresa estatal? 


SEÑOR PUPO-MAYO.- No sé cómo responderle diplomáticamente, cuidadosamente, y no perder mi 
trabajo. 


(Hilaridad.) 


-Nuestros clientes eran antes las compañías de cable, que en muchos casos son los 
broadcasters, es decir, los dueños de la televisión abierta. Ellos fueron los primeros que reconocieron 
el mercado y comenzaron con su sistema de cable. Pero esto ha cambiado; hoy están las telefónicas y 
otros más. Nuestras empresas, miembros del gremio, le venden a todo el mundo; aquí no hay 
discriminación; se le vende a la telefonía, al cablero y a la televisión abierta. Por eso, no me voy a 
meter en ese lío. 


SEÑOR HEBER.- La idea era saber si había algún ejemplo en el mundo. Pero, está bien; es un dato de 
la realidad que no hay nadie en el mundo que aplique este sistema. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos a los representantes de Television Association of Programmers 
su presencia en la tarde de hoy y tomamos nota de su planteo, que con mucho gusto discutiremos en 
la Comisión en su oportunidad. 


(Se retiran de Sala los representantes de Television Association of Programmers.) 
(Ingresa a Sala el señor Oscar Botinelli.) 
-Con mucho gusto recibimos a nuestro amigo, señor Oscar Botinelli, en esta Comisión. 


Es bueno destacar que nosotros hemos leído todas las intervenciones que se realizaron en la 
Cámara de Diputados pero, de todas formas, estamos buscando obtener todos los elementos de juicio 
que nos permitan valorar y, eventualmente, mejorar el contenido de este proyecto de ley. 


SEÑOR BOTINELLI.- Señor Presidente, señores Senadores: antes que nada, agradezco la invitación 
que me han hecho. 


Quiero decir que me voy a referir exclusivamente al capítulo referido a la publicidad electoral 
-que es el que he estudiado- porque no soy especialista en el tema comunicaciones. 


En primer lugar, cuando se analizan sistemas comparados, en general, se trata de buscar 
aquellos que tengan similitudes con el uruguayo, es decir, los europeos. El sistema norteamericano es 
muy diferente, con una democracia mucho más de candidaturas que de partidos. El papel de los 
partidos políticos es muy diferente al nuestro y al europeo e, incluso, la concepción del papel del dinero 
en la campaña electoral está basada en fundamentos distintos. Está bastante fundamentada en el 
concepto de la moral protestante de Max Weber, que ve al dinero como una medición de eficacia en la 
vida y en el trabajo. Esto lleva, por ejemplo, a que, en el financiamiento de campañas electorales, el 
sistema norteamericano premie con un dólar por cada dólar que se recaude. Es decir que multiplica la 
recaudación y no la compensa; considera que el fundraising en sí mismo es un elemento previo y 
positivo de la campaña electoral que demuestra que hay una votación a través del dinero y otra a 
través de los votos. Esto ha llegado, incluso, a la Suprema Corte; en la ciudad de Phoenix hay una 
ciudad satélite que quiere independizarse y controvierte la mayoría de los ciudadanos contra los que 
pagan la mayoría de las contribuciones. Esto no se dio por resuelto, sino que fue a la Suprema Corte y, 
después de muchas instancias, terminó resolviéndose políticamente porque no había una teoría sobre 
si podía prevalecer la mayoría de los ciudadanos o la mayoría de los aportes impositivos. Marco esto 
para mostrar que estamos en lógicas diferentes. 


En general, en Europa hubo un proceso que termina de consolidarse en la primera mitad de 
los noventa. La publicidad electoral deriva de una cuestión anterior que se define como la par conditio, 
es decir, la paridad o equidad de los actores políticos en la comunicación política, donde la publicidad 
es un elemento más dentro de un conjunto de temas. Por ejemplo, traje una de las normas más 
paradigmáticas que es la Ley N* 28 de 22 de febrero de 2000, de Italia, denominada «Disposiciones 
para la paridad de acceso a los medios de comunicación durante la campaña electoral y referéndum y 
para la comunicación política» que dice que la ley promueve y regula el acceso a los medios de 
información para la comunicación política a los fines de garantizar la paridad de tratamiento y la 
imparcialidad respecto a todos los sujetos políticos. Luego establece que los emisores radiotelevisivos 
deben asegurar a todos los sujetos políticos, con imparcialidad y equidad, el acceso a la información y 
a la comunicación política. 


En Europa se resolvió el asunto de si se afecta o no la libertad de prensa en base a lo 
siguiente. Lo que garantiza la normativa europea y las constituciones nacionales es la libertad de 
expresión del pensamiento y no necesariamente esto coincide con la titularidad del medio de 
comunicación. En el caso de las campañas electorales -sea de elecciones o de reférendum- son los 
actores quienes deben tener garantizada la libertad de expresión. Los medios son medios y los 
contenidos tienen que ver con los contendores, que son los agentes políticos. Ese es el sustrato, con 
muy pocas variantes. En los países escandinavos está más acentuada una tesis social y quizás el que 
sale un poco de la línea, pero no del todo, es el Reino Unido que, si se quiere, es un poco más 


privatista. La legislación italiana, junto con la alemana, son en cierta forma las más paradigmáticas y, 
en general, son las recogidas por la normativa europea. 


En definitiva, ¿qué es la paridad de condiciones? Dicho sea de paso, aclaro que nunca 
entendí por qué cuándo se habla de este tema se utiliza la expresión latina par conditio y cuando la 
paridad de condiciones es en un concurso se dice «par conditio». No sé latín, pero sí sé que 
dependiendo del ámbito, la locución cambia. 


La ley, por ejemplo, asegura la paridad de condiciones en la exposición de opiniones y 
posiciones políticas en las tribunas políticas, en los debates, en las mesas redondas, en las 
presentaciones en contradictorio de programas políticos, en las confrontaciones, en las entrevistas y en 
cada una de las trasmisiones televisivas en las cuales se asuma que tiene carácter relevante la 
exposición de opiniones y valoraciones políticas. Hay también algunas limitaciones en cuanto a las 
televisoras locales; según la dimensión de los comunes y la llegada, entre otros elementos, las 
medidas son más rígidas o más lábiles. 


En cuanto a la campaña electoral habría distintos períodos. En Europa existe lo que antes se 
hacía en Uruguay y luego se dejó de practicar, que es un acto formal de convocatoria a elecciones, 
pero aquí se entendió que para las elecciones no debía convocarse porque este acto estaba 
taxativamente en la normativa, sea en la Constitución o en la ley. 


SEÑOR ABREU.- Y con el régimen político. 


SEÑOR BOTTINELLI.- Aun con nuestro régimen político, en la década de los cincuenta se podía leer 
avisos en la prensa convocando a elecciones pero luego se consideró que era innecesario. 
Precisamente, Justino Jiménez de Aréchaga fue uno de los que más cuestionó eso. 


Como decía, en Europa y en muchos otros lugares se hace la convocatoria, entonces en 
general se habla de tres períodos: el que llamamos no electoral; el que va desde la aparición de la 
convocatoria hasta el momento del cierre de las listas, en el que hay un régimen; y otro, desde la 
presentación de las listas hasta el comienzo de la veda, que varía pero generalmente oscila entre 24 y 
48 horas -nosotros estamos dentro de esa normalidad- en el cual hay otro régimen. Y esto se aplica a 
rajatabla; tan así es que, por ejemplo, en más de un país se ha planteado la situación de los Ministros 
durante la época de la campaña electoral cuando, por ejemplo, habla de las medidas que están 
tomando porque ocurrió un terremoto. Hay algunas sentencias que han terminado en las Cortes 
Constitucionales y que establecen que si se trata de una situación de emergencia fuera de toda 
discusión y el Ministro habla de la emergencia, queda excluido del cómputo de la campaña, pero si 
habla de su gestión, el tiempo insumido se le computa al Partido Político al cual pertenece. Esto ha 
afectado a los alcaldes y a otros gobernadores porque han visto reducida su tribuna. 


Repito: en Europa hoy no hay una discusión sobre si esto debe existir o no; simplemente 
existe. Por supuesto que durante la campaña electoral es necesario asegurar la paridad de acceso de 
los agentes políticos a los medios de comunicación. 


SEÑOR HEBER.- ¿Atodos por igual? 


SEÑOR BOTTINELLI.- No, acá está el quid de la cuestión. El asunto no es solo cómo se distribuye 
entre los partidos, porque entre ellos puede ser fácil arreglarlo, pero ¿cómo se hace dentro de cada 
Partido? En Italia hay el mismo problema que acá, ya que tiene un sistema diferente en la mecánica 
pero parecido en la sustancia al nuestro, pues hay una campaña electoral entre los partidos, pero 
también hay una campaña dentro de los partidos, y la paridad se exige entre y dentro. 


En cuanto a lo que sucede con la paridad, ahí sí se pueden dar distintas situaciones. Entre 
ellas, encontramos la igualdad de tratamiento de los partidos, lo que ha sido fácil de resolver en 
aquellos países en los que existe una serie de limitaciones para la presentación de las candidaturas, 
porque termina finalmente habiendo cuatro o cinco partidos relevantes. Cuando hablamos de partidos, 
nos referimos a listas. En Alemania, por ejemplo, un partido es una lista; por lo tanto, estamos 


hablando de cuatro o cinco listas. El problema que nos podemos encontrar cuando hay una relativa 
libertad en cuanto a la presentación de candidaturas, -lo hemos visto en el sistema brasileño- es que 
como existen alrededor de 430 avisos que terminan siendo de diez segundos, puede suceder que en 
alguno de ellos haya un candidato que opte solamente por repetir una y otra vez el número de lista que 
debe votar el ciudadano, porque no tiene tiempo de decir otra cosa. Esto es real, es lo que sucedió en 
la última campaña. La otra postura, es la siguiente. Así como sucede en otras materias, como el 
financiamiento, se plantea partir de la proporcionalidad política que, en general, se basa en los votos o 
en las bancas. Esto quiere decir que de acuerdo a la proporción de parlamentarios o de votos es que 
se distribuye el tiempo. En Uruguay, la diferencia, por lo menos ente partidos, es mínima porque 
tenemos una proporcionalidad pura, pero no ocurre lo mismo en Europa donde hay una diferencia 
importante de partidos y votos. Por ejemplo en España, la Izquierda Unida tiene muchos más votos que 
Convergencia ¡ Unió y tiene la tercera parte parlamentaria. Entonces, no es irrelevante que se elija en 
base a los parlamentarios o a los votos. El Partido Nacionalista Vasco tiene la misma cantidad de 
Parlamentarios que Izquierda Unida con aproximadamente la sexta parte de los votos; no es 
irrelevante, pero en Uruguay, las diferencias son mínimas. También hay algunos regímenes intermedios 
que tienden más hacia un lado o hacia otro. Los que tienden más hacia la paridad, distribuyen un 70% 
del tiempo en igualdad de condiciones y 30% en proporción, y los otros distribuyen el tiempo en forma 
inversa. De esta manera tenemos estos cuatro modelos que son representativos de lo que sucede en 
este tema. 


A favor de la distribución proporcional está el hecho de que los actores políticos tienen pesos 
diferentes, lo que es obvio y evidente, y en contra que arrastra el resultado de una elección con 
beneficio para la siguiente. Si bien es así en parte, en el financiamiento no lo es del todo en la medida 
que lo que viene de la elección anterior es el cálculo del adelanto que, en última instancia, no deja de 
ser más que un crédito bancario y luego viene la reliquidación sobre los votos efectivos de esa 
elección. Es un poco más complicado hacer esto teniendo en cuenta los tiempos, aunque se puede 
ingeniar algún sistema. Da la impresión que en el sistema político, en la amplia pluralidad del Uruguay, 
la paridad puede llevar a producir determinadas situaciones. Por ejemplo, fijémonos en la interna, 
existen partidos que no llegan a los 500 votos, no participan en octubre, pero van a tener la misma 
cantidad de tiempo que el Partido Nacional, el Partido Colorado y el Frente Amplio. Eso es lo que 
podría traer aparejado la paridad total. Aparte de los cuatro partidos parlamentarios y un quinto que 
tiene un alto nivel de votos en la búsqueda de bancas, tenemos cuatro lemas más en esta elección, 
uno de ellos que viene participando desde hace alrededor de veinte años y siempre está por debajo de 
los 500 votos. El otro problema es la distribución al interior de los partidos que es lo más complicado. 
Esto ha sucedido solo en Italia y se han planteado dos soluciones. Una de ellas es la que se esboza en 
el proyecto de ley que establece que lo mismo que viene para los partidos va dentro de ellos, pero esto 
implica que hay que darle a los electos un papel relevante, porque siempre es en las candidaturas 
donde cambia, con mucha facilidad, la arquitectura de una elección a la siguiente. Es decir, no se 
pueden trasladar automáticamente los votos, por ejemplo, de 2009 al 2014, cuando dentro de un 
partido las listas de un año no son iguales a las del otro año. Entonces, hay que dar un papel a los 
parlamentarios para asignar un poco la herencia de los votos de la elección anterior. En Italia se ha 
aplicado eso; también se ha aplicado que al interior vayan los parlamentarios, y punto; otra cosa que se 
ha hecho es decir que, para el interior, cada partido se arregle. Finalmente, esto terminó ocasionando 
el problema de que en las elecciones regionales y provinciales cada región tomó su propia normativa y 
cada una eligió un sistema distinto. 


Realmente creo que aquí está faltando la par conditio, como arranque del tema. Es decir, se 
empieza por el tema final, que es exclusivamente la publicidad. Paso a explicarme. 


Uruguay ha sido uno de los países de punta en materia de derechos y sistemas electorales. 
Posee uno de los sistemas más viejos del mundo, estable y a la vez complicado, pues todos sabemos 
que cuesta explicarlo. Entonces, llama la atención que este tema, que ha sido de los últimos 
introducidos como grandes novedades del Derecho electoral, en Uruguay esté ausente. Cabe 
preguntarse por qué nuestro país no ha tratado estos asuntos. Ese es un punto que quiero dejar 
planteado. En este sentido, Uruguay queda como una cosa extraña en el mundo al que pertenece en 
cuanto a tipo de democracia política, de partidos, que en general se corresponde con el mundo 
europeo, pudiéndose extender a Canadá, Australia y Nueva Zelandia. Inclusive en América Latina, 
donde hay sistemas de partidos y electorales menos perfeccionados que el nuestro, ha habido muchos 
avances en esta materia, pero más referidos a la publicidad electoral que a la par conditio. Hoy, 


prácticamente en toda Centroamérica, en Brasil y parcialmente en Argentina, existe el tema de la 
publicidad electoral gratuita. 


En cuanto a la distribución, la realidad es que todo tipo de distribución va a generar algún 
problema, al igual que sucede con el financiamiento. El hecho de que alguien obtenga menos votos, no 
quiere decir que necesariamente gastará menos en proporción. En Uruguay se facilitó el tema del 
financiamiento por una realidad, pues fue creado imperceptiblemente. Surgió en 1928 con la ley que 
establecía el pago del equivalente a la impresión de 100 hojas de votación. Lo que se hacía era 
calcular que cada uno iba a imprimir 100 veces más de los votos que iba a tener y que se le 
compensaba el uso de las hojas. Aun en los años cincuenta la ley sigue hablando de la ficción de 100 
hojas de votación que no tenían nada que ver con el costo. Posteriormente eso fue eliminado y se pasó 
a la financiación directa, complementándose con la última ley del año 2009. 


De todos modos, la ley de financiamiento de partidos da lugar a discusiones en cuanto a si 
se trata desigual o igual, pues se dice que si al que tiene más votos se le da más financiación, se 
reproduce esa diferencia, pero, a la vez, la igualdad también determina que el que tiene poco respaldo 
ciudadano termina acumulando un plus de financiamiento del Estado en relación al que tiene una 
fuerza mayor. Por mi parte, diría que en el mundo se ha terminado resolviendo casi todo de la misma 
manera que en Uruguay, es decir que lo que predomina es la proporcionalidad. Más allá de ciertas 
injusticias que puedan ocurrir, es algo que responde a realidades políticas que, en general, son 
cambiantes. Uruguay, que ha tenido cambios políticos importantes pero todos muy suaves, no tiene el 
problema de que un partido pueda ser, por ejemplo, un gran partido y a la elección siguiente pase a ser 
un pequeño partido. Eso podemos verlo, por ejemplo, en Argentina, donde un partido puede haber 
obtenido la Presidencia de la República y, a la elección siguiente, casi desaparecer. En Uruguay eso 
nunca ha ocurrido. Ha habido caídas importantes y crecimientos importantes, pero siempre en líneas 
que se construyen en el tiempo y no de una elección a otra. Fijense los señores Senadores que la 
caída que sufrió el Partido Colorado de 1999 a 2004, es la más grande que se ha podido registrar en la 
historia electoral del Uruguay. No hablamos de las caídas de un lema por rupturas, porque ese es otro 
fenómeno. Aquí nos referimos al fenómeno propiamente electoral. 


En lo personal, con respecto a ese tema hice un estudio -que está inconcluso, aunque puedo 
terminarlo y, si es de interés de los señores Senadores, aportarlo- que abarca desde la restauración 
democrática hasta el presente. Los vaivenes electorales terminan mostrando que, en los promedios, 
todos los partidos salieron equilibrados en relación al potencial medio de votos que han tenido. Si en un 
momento fueron beneficiados, en otro se podían considerar perjudicados porque iban a recibir menos 
tiempo o menos recursos pero, en definitiva, los datos de 1984 a 2009 muestran el promedio de votos, 
el promedio de financiación o de minutos, que correspondería. 


Básicamente, era cuanto quería decir. 


Si a los señores Senadores les queda alguna duda, estoy a su disposición para responder sus 
preguntas. 


SEÑOR HEBER.- Voy a hacer un comentario, aunque no con el fin de generar polémica entre los 
miembros de la Comisión. Creo que el proyecto de ley que tenemos a consideración abarca muchos 
temas e, indudablemente, no tenemos el tiempo suficiente como para profundizar O discutir lo 
suficiente, teniendo en cuenta todo lo que nos plantea el invitado, a quien aprovecho para dar la 
bienvenida una vez más. El señor Botinelli es un amigo de todos nosotros y podríamos decir, también, 
que es un compañero de trabajo que ha sido citado varias veces a las Comisiones del Parlamento. 


En lo que respecta a la financiación de los partidos políticos, dado que intervine en el 
proceso de elaboración de la ley hoy vigente -oportunidad en la que también se planteó esta discusión- 
digo lo siguiente. 


La preocupación de los partidos políticos tiene que ver, no tanto con la presencia en los 
espacios publicitarios y la forma cómo repartirlos, sino con la financiación. Muchas veces veo con 
preocupación que nuestro sistema político -que debemos preservar por encima de quien gane- no tiene 


la independencia que debe tener, sobre todo, con el capital. A veces nos volvemos organizadores de 
cócteles, de rifas, de bonos, de visitas, de recaudación y creo que eso le hace mucho mal al sistema 
político. Por el contrario, creo que la calle y el barrio fueron los que en algún momento determinaron el 
buen concepto de establecer el papel de lista, porque había que repartir las listas. Sabemos que hay 
otros medios de comunicación y ahora tenemos Internet, pero nos venimos peleando por espacios 
televisivos por los que muchas veces, a mi juicio, pagamos fortunas, que ni siquiera se ven. En fin, 
estos son comentarios personales que quería realizar frente al invitado de hoy. 


En otros países, la discusión sobre la propaganda política -que es distinta del mensaje 
político- ha llevado a prohibirla; esto, encaminado a no tener en los medios masivos, que son de alto 
costo, la posibilidad de acceder a espacios publicitarios gratuitos. Es así que se da toda una discusión 
sobre los horarios, sobre los contenidos, sobre el trabajo de los medios, y demás. A mí me interesaría 
que el invitado nos diera su punto de vista sobre la posibilidad de tener la ayuda financiera que el 
Estado debe dar a los partidos políticos, y mejorarla. En lo personal, prefiero ir hacia una ayuda mayor, 
que se da en función de los votos y que nunca nadie ha cuestionado. Luego está el riesgo de cada 
uno, porque muchos de nosotros nos hemos endeudado en elecciones donde pensamos que íbamos a 
obtener más votos y, otras veces, cuando los votos vinieron, hemos vivido situaciones superavitarias y 
no como producto de la financiación. Como dije, se trata de un riesgo que cada uno puede tomar, o no, 
saliéndose un poco del criterio de la asignación de tantos o cuantos minutos de televisión. 


¿Qué quiero decir con esto? Que me parece mal ir por el lado del espacio que el Estado 
concede en cuanto a las ondas de los medios audiovisuales. Me parece mejor optar por la financiación 
de los partidos políticos que, muchas veces, lleva a mejorar esa situación para que, de la misma forma, 
tengamos menos problemas y cuestionamientos a la hora de ocupar los medios. 


Agrego que la financiación de las elecciones internas de algunos partidos es más intensa que 
la de otros; estamos hablando de poco dinero que, además, se divide de una manera bastante 
absurda. Esto fue algo que quedó pendiente de arreglar, no lo terminamos de resolver en el tema de la 
financiación de los partidos políticos. Ahora bien; no me parece lógico -hablo a título personal; no es 
algo que hayamos discutido partidariamente, por lo que no puedo decir que esta sea una posición de 
mi Partido- que en las elecciones internas tengamos necesariamente que ocupar espacios de 
publicidad. 


Sé que aquí se presenta la discusión -sobre todo, con el invitado que nos acompaña en este 
momento- de si se trata de elecciones primarias o si son parte de la elección nacional. Al respecto hay 
una incongruencia en nuestra legislación, porque si se trata de elecciones primarias, deberían tener el 
mismo régimen de obligatoriedad. En Uruguay siempre hacemos las cosas a medias y no terminamos 
de definirlas. Si estamos hablando de elecciones primarias, el voto tendría que ser obligatorio, y si se 
trata de elecciones internas no deberíamos obligar a la gente a que adopte una decisión partidaria, a 
que participe en una elección interna. Estamos siempre en esa ambigúedad de no tener claras esas 
definiciones, producto de las transacciones que se hacen en esta Casa y que, muchas veces, llevan a 
buscar el punto de encuentro pero generando un mensaje confuso sobre la situación. 


Personalmente, soy partidario de prohibir la propaganda en los canales de televisión, en las 
radios y en otros medios de comunicación en las etapas de elecciones internas -porque el voto no es 
obligatorio- y apuntar a que en octubre -más que al invitado, les estoy hablando a los otros miembros 
de la Comisión- podamos mejorar esto y asumir el costo que puede significar en la sociedad. Esto me 
parece mucho más honesto de nuestra parte que discutir los espacios en función de lo que sucedió 
hace cinco años. El hecho de que nosotros mejoráramos la asistencia del Estado que, muchas veces, 
nos libera de ser recaudadores de campaña cuando nuestra votación es otra, llevaría naturalmente a 
que el riesgo fuera del partido que, de alguna manera, no se siente discriminado por su espacio de 
publicidad. No sé si he sido claro. 


Esta es, simplemente, una opinión respecto de la cual me gustaría tener una reflexión de 
nuestro invitado. 


SEÑOR BOTINELLI.- El señor Senador Heber ha planteado muchos temas. En primer lugar, ya que 
habla del sistema -bastante conocido- que se creó en 1996, quiero decir que soy muy crítico, no de su 


parte medular, que es el balotaje, sino de todos los aditamentos que tuvo. En particular creo, 
primeramente, que la ley que regula las elecciones internas es inconstitucional, porque si alguien lee lo 
que dice la Constitución podrá constatar que allí se establece que el candidato único será elegido en 
elecciones internas, y punto. La ley regula la convocatoria a elecciones generales de todo el cuerpo 
electoral, bajo supervisión y organización de la Corte Electoral, y en voto secreto, es decir, donde no 
se sabe a qué partido se vota. Precisamente, si no se sabe a qué partido se vota, no son elecciones 
internas, porque el padrón de un partido no puede ser secreto. Entonces, estamos hablando de 
elecciones generales para elegir candidaturas, y no es lo que dice la Constitución. 


Además, se entró en un galimatías que a los partidos políticos les está costando muchísimo 
desde el punto de vista no solo financiero, sino de esfuerzo. El sistema uruguayo se caracterizaba 
porque todos competían a la vez, un mismo día, y de ahí salían los ganadores, los perdedores y los 
intermedios. Sin embargo, hoy estamos en un sistema en el que a mitad de camino hay ganadores, 
hay perdedores y los grupos políticos continúan, de junio a octubre, con la mitad de las fuerzas que 
tenían -eso es una realidad- financieras, de dirigencia, de estructuras intermedias y estructura de base. 
Los grupos políticos no llegan con todo su potencial a octubre, porque se desgastaron en junio. Este es 
uno de los tantos efectos que no se previeron. 


Se me ha pedido una opinión y voy a darla. Creo que en 2015 Uruguay tendrá que empezar 
a reflexionar seriamente sobre todos los elementos que funcionaron y los que dejaron de funcionar de 
la reforma de la Constitución de 1996, sobre las incongruencias que tiene y sobre cómo va a seguir 
funcionando el sistema. 


Lo mismo digo en relación con la legislación sobre partidos políticos. Después de las leyes 
electorales «madre» de 1924 y 1925, no ha habido ninguna normativa omnicomprensiva; todo ha sido 
una legislación de parches; incluso algunas leyes hasta han sido contradictorias entre sí. La propia Ley 
de financiamiento de partidos políticos comienza por definir qué es un Partido Político -enmendando la 
ley complementaria de elecciones, de 1925- para luego ingresar en la regulación. Seamos claros: no 
hay forma alguna de aplicar la regulación de las contribuciones a los partidos como lo establece la ley, 
entre otras cosas, porque no se ha dotado a ningún organismo de la potestad de contralor; en realidad 
esa potestad no está clara y, además, tampoco están los recursos. Eso implica que se cree una 
auditoría de partidos políticos por parte del Estado, que no se creó. 


En definitiva, el tema del financiamiento es muy importante. Me refiero a la par conditio, pero 
creo que hay que armonizar toda la normativa. 


En materia de publicidad política, ante todo comento que la normativa europea no usa la 
palabra «publicidad», sino esta expresión, que me resulta interesantísima: «mensajes radiotelevisivos 
autogestionados en campaña electoral». Se trata de un concepto muy interesante. Hay todo un 
concepto global de comunicación política, dentro de ella, una parte son los mensajes autogestionados, 
que es a lo que llamamos publicidad, pero no se autonomiza del resto de los mensajes, y lo que se 
regula es el conjunto. Ahora bien; por más que se refuerce el financiamiento del conjunto, si el tema se 
toma globalmente, es necesario regular lo más importante, que no es la parte publicitaria, sino la parte 
global de la comunicación, y ahí se vuelve a la misma cuestión: si se está diciendo que paridad es 
igualdad de tratamiento, o es proporcionalidad de tratamiento. De modo que el tema es ineludible, ya 
se trate de la parte financiera o de la no financiera. Si en un programa periodístico se le da al mismo 
espacio a todos los partidos, ante todo hay que definir bien qué entendemos por partidos políticos 
¿Son los que ya están en el Parlamento? ¿Son los que se inscribieron recientemente, como el Partido 
“Unión para el Cambio” y el PERI que compiten por primera vez? Porque están los partidos, las 
fracciones, los sublemas, las listas, y hay que ver cómo se distribuye el tiempo para cada uno. Aunque 
se quiera salir de la cuestión de la publicidad electoral, hay que plantear cuál va a ser el tratamiento. 


El otro tema -es una discusión que se da mucho en el mundo- es si dando publicidad gratuita 
se admite publicidad paga, o se considera que debe ser topeada o prohibida; en este último caso, la 
publicidad sería solo la que garantiza el Estado y la que da el Estado. 


Este proyecto de ley ya está restringido a la televisión. Estuve leyendo la normativa europea 
y advierto que habla de radio y televisión. Además, en la par conditio habla de diarios y semanarios, no 


de la publicidad, en los tratamientos de entrevistas e información. 


Debo acotar que ya se comienza a ver el tema de la regulación de Internet. El problema es 
determinar qué es una Internet uruguaya. En general, en Europa la regulación va a aquellas emisiones 
que están enfocadas a la información del espacio europeo o del país determinado. Se considera que 
es a éstos que los alcanza la regulación, sobre todo porque muchos están ligados a medios de 
comunicación, a diarios, a radios. 


También hay que tener presente la aparición de la WebTV -con un gran desarrollo en Europa y 
en América del Norte- que registra niveles de audiencia iguales o superiores a la televisión 
convencional y en donde también hay programas periodísticos, mesas redondas, entrevistas, 
información, noticias, videos y publicidad política. 


Son todos elementos que una legislación en la materia, ahora o más adelante, debería incluir. 


En general, en el mundo de la publicidad en vía pública, el régimen más utilizado es el de la 
concesión por parte de Gobiernos comunales o municipales. Eso es lo dominante. O sea que también 
es una concesión pública y puede estar sujeto a condicionamientos de brindar espacios a los actores 
políticos. Es decir, ya se aplica. Ha salido más por disposiciones comunales que nacionales aplicar a 
los concesionarios: «bueno, su concesión implica que durante la campaña electoral esta pantalla tiene 
que estar distribuida al servicio de los partidos», como se hace toda la publicidad de los partidos. 


El otro tema es el siguiente. Todo esto requiere una autoridad que regule. En ningún caso lo 
hace una autoridad del tipo de la Ursec. En Europa la hacen authorities, es decir, organismos 
absolutamente independientes. En Uruguay parece razonable que esto lo haga la Corte Electoral, que 
es lo más parecido a una autoridad independiente por fuera de la Ursec; más allá de algunas 
limitaciones que fija la ley, es el Poder Ejecutivo, lo que parece altamente incongruente con todo un 
sistema de equilibrios y de garantías. 


SEÑOR ABREU.- Estoy tratando de reflexionar sobre este proyecto de ley que tiene una cantidad de 
capítulos que se van a acumulando y no con un sentido a veces armónico. 


El tema de la publicidad electoral, aun cuando pueda tener parte de una legislación de este 
tipo en mi concepto debería estar muy vinculada con la ley de financiamiento de los partidos políticos. 
Me refiero a una norma de carácter general que pudiera reglamentar o regular todo lo que significa no 
solo publicidad electoral, sino también financiamiento de los partidos políticos. ¿Por qué digo esto? 
Porque en este Capítulo «Publicidad electoral» se incluye a las elecciones internas, pero estas tienen 
un régimen distinto desde el punto de vista electoral porque no son obligatorias. En realidad, la 
incidencia que esto pueda tener está en función de cómo se financia una interna dentro de un partido 
político, porque el dar la igualdad o el tratamiento proporcional o como fuere a la publicidad oficial deja 
renga a la otra parte que es cómo se financia ese partido o esa interna. Es importante saber qué 
antecedentes tiene cada uno de los que se postulan en una interna, porque los recursos provienen de 
distintos lugares. Hay que tener en cuenta que quizás alguna organización o sector sea nuevo, o ya 
tenga antecedentes con determinados recursos financieros que vienen del anterior sistema de 
financiamiento, ya sea de las elecciones nacionales o del sistema de recolección de firmas. Entonces 
la pregunta para mí es más conceptual. Me parece que la inclusión, más allá de lo que pueda ser un 
criterio de mayor equidad, debería estar centrada -y esa quizás sea la pregunta- en una legislación que 
pudiera abarcar todos los aspectos que tengan que ver con el sistema electoral y, sobre todo, con 
aquellas variables que se van acercando al criterio de la igualdad cuando se compromete publicidad 
con recursos financieros. Acá no vamos a solucionar algunas de las inequidades que hoy existen; 
podemos buscar algunas respuestas, pero el problema de fondo debería ser que el sistema 
democrático, con democracias internas y elecciones primarias, permitiera, además, que la equidad 
también funcionara en forma complementaria desde el punto de vista financiero con las normas que 
regulan la publicidad electoral desde el punto de vista gratuito. 


Agradezco la presencia del señor Botinelli. 


SEÑOR BOTINELLI.- La ley de financiamiento de los partidos políticos incluyó las elecciones internas, 
y creo haber contribuido en algo con una exposición que realicé en la Comisión que estaba estudiando 
el tema al plantear la teoría de que no eran elecciones internas al interior de los partidos, sino 
elecciones del Estado en un ciclo electoral. Recuerdo que cuando hice la exposición en la sala de 
Ministros estaban presentes los señores Senadores Heber y Gallinal. Lo que sí creo es que quedaron 
muy cortos en lo que refiere al monto, pero desde el punto de vista conceptual están incluidas las 
elecciones internas. Es decir que en ese sentido no hay incongruencia con este proyecto de ley. El 
problema es cómo se valoró la elección interna desde el punto de vista del aporte y no si debía estar, 
porque estar, están las dos. 


Respecto al tema de la no obligatoriedad creo que es absolutamente incongruente que los 
candidatos presidenciales no surjan de verdaderas elecciones internas. Cada partido hace su elección 
como se le ocurre, uno tiene un padrón grande de afiliados, otro pequeño, otro con adhesión 
simultánea y otro lo elige por herencia; no importa, cada cual tiene libertad absoluta. Ese es un 
régimen; ahora, si hay un régimen de Estado que condiciona que al comienzo haya varios candidatos y 
luego se reduzca a cuatro o cinco -como ocurre últimamente- las reglas respecto a la convocatoria al 
cuerpo electoral, deben tener el mismo criterio. Por lo tanto, si las definitorias son obligatorias todas 
deberían ser obligatorias; si una es voluntaria todas deberían ser voluntarias. En eso creo que no hay 
dudas. 


Ahora, desde el punto de vista de la publicidad lo que estamos viendo en la práctica es que no 
hay diferencia de gasto, ni tampoco que se gaste menos en junio -porque ahí el gasto es voluntario- 
con relación a lo que se gasta en octubre. Creo que lo que se gasta en junio es proporcionalmente 
mayor. He tratado de hacer algunos cálculos, pero es difícil hacer el estudio. El gasto que hacen en 
junio las candidaturas y las agrupaciones departamentales, respecto a lo que gastan en octubre y 
noviembre -cuando hay esa instancia- los partidos, es por lo menos igual; incluso tiendo a pensar que 
es mucho mayor en junio que en octubre. No es igual en todos los partidos, pero hay algunos partidos 
que gastan el 70% del gasto global en junio. A su vez, el partido que gasta menos, tampoco está muy 
lejos de invertir el 40 % del gasto global. Dicho de otra manera, hay partidos que gastan menos, pero 
tienen gastos elevados en lo local y departamental, ya que el gasto en publicidad en lo que se llama 
La Lista, lo que se conoce como la lista departamental, es muy grande. Los señores Senadores saben 
mejor que yo lo que es, en este momento, reservar turno en las imprentas en cualquier punto del país. 
No se trata de que haya cuatro imprentas grandes imprimiendo solamente hojas de votación, sino que 
también trabajan en la impresión de volantes. 


De modo que el gasto en publicidad que se está haciendo con vistas a junio es tan elevado o 
mayor que el de octubre. Teniendo en cuenta, por un lado, el tratamiento equitativo a los partidos y, por 
otro, que estos tengan más oxígeno para hacer las campañas electorales, no veo que sea necesario 
diferenciar estas mal llamadas elecciones internas del resto del ciclo electoral. Me parece que deberían 
ser consideradas instancias similares. 


No tengo dudas de que, tanto respecto al tema que hoy nos ocupa como a lo que pasó con el 
financiamiento de los partidos, en algún momento se deberá tratar el tema electoral en forma global, 
incluyendo el sistema de suplentes. Hay una ley absolutamente inconstitucional que permite que esté 
proclamado un número de suplentes en las dos Cámaras sensiblemente superior al límite que 
establece la Constitución de tres suplentes por cada titular. La última reforma, en lo que respecta al 
sistema de suplentes, permitió una proclamación casi indefinida de suplentes mediante los 
nombramientos complementarios. 


El sistema puede estar bien o mal, pero la cuestión es que hay que armonizar el conjunto de 
disposiciones. Aclarémoslo: desde 1925 hasta hoy se ha legislado todo parcialmente, incluso, el 
financiamiento de los partidos, primero se fijó una partida extraordinaria, después se cambió. Más aún, 
habría que pensar en el financiamiento de la propia Corte Electoral. Las elecciones están reguladas en 
la Constitución de la República, sin embargo, en cada elección se debe aprobar una partida para 
financiar el gasto consiguiente, como si fuera una novedad o una emergencia, algo que no estuviera 
previsto. 


En fin, entiendo que, en algún momento, hay que salir de eso. Ahora bien, mientras tanto, en 
el Uruguay se deberá seguir legislando de a puchos hasta el día en que se resuelva encarar 
globalmente algo, pero, como viene, se va a la parálisis. Lo ideal no es legislar este tema cuando se 
está en medio de una campaña electoral, pero si observamos la fecha de todas las leyes electorales 
del Uruguay, comprobaremos que tenemos el récord de la primera de todas: la primera Ley de Registro 
Cívico Nacional, la Ley N* 7.690, se hace tan sobre la marcha que se tuvo que prorrogar la fecha de la 
elección, que en vez del último domingo de noviembre de 1924, se realizó el último domingo de marzo 
de 1925. De modo que no es nuevo estar tratando los temas electorales en medio de las elecciones. 
Se empezó hablando del sistema moderno así. 


Por lo tanto, diría que estas son disfuncionalidades o patologías del sistema, que hay que 
asumirlas tal como son y que las leyes se tratan cuando hay una imperiosa necesidad de encarar el 
tema y no en el momento en que se tiene el tiempo y la calma para hacerlo. 


SEÑOR COURIEL.- Las reflexiones son interesantes y valiosas, y la Comisión las recibe, pero el 
invitado, cuando llegó, dijo que iba a hablar de la publicidad electoral. Siento que hizo una exposición 
donde está proponiendo algunas modificaciones al proyecto de ley. Si es así, quisiera saber si 
podríamos tener por escrito artículos modificados, sustitutivos, a la luz de la presentación por él 
realizada. 


SEÑOR BOTINELLI.- En realidad, vine a enmarcar el tema y no se me ocurre sugerir modificaciones 
porque lo que estoy planteando es que más adelante será necesario abrir todo el tema electoral. En 
ese momento, habrá que armonizar todas las normas y ver todo el tema de la par conditio y del 
financiamiento, pero no en esta instancia. 


Del texto redactado puedo decir lo ya mencionado y referir los diferentes caminos que hay en 
el mundo. Como única modificación que me atrevo a sugerir -sobre la cual advertí que hay consenso- 
es que la que regule toda esta normativa no sea la Ursec sino la Corte Electoral. Sobre el contenido 
como tal, reitero, no sugiero modificaciones porque sería coherente con una de las interpretaciones 
más usadas en el mundo. Hay que ver este tema como punta de un tema más grande que aspiro que 
en el 2015 se encare para bien de todo el sistema político, ya que no beneficia exclusivamente a nadie 
en particular. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos la presencia del señor Oscar Botinelli. 
(Se suspende la toma de la versión taquigráfica.) 


(Es la hora 18 y 21 minutos.) 
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